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   AMPARO INDIRECTO: 
QUEJOSO: 
AUTORIDADES RESPONSABLES:
JUEZ DE CONTROL DEL DISTRITO JUDICIAL.

ASUNTO. Se plantea incidente de incumplimiento de la suspensión.


H. JUZGADO _____________DEL ESTADO DE ____________.

PRESENTE 

_______________________________________, autorizado/a en términos amplios por el quejoso, con la personalidad que se tiene debidamente reconocida como autorizada en el asunto que se cita al rubro, con el debido respeto comparezco para exponer lo siguiente:

PRETENSIÓN
Por medio del presente escrito respetuosamente se plantea a este Juzgado Federal de acuerdo a los artículos 158, 206, 207, 208 y 209 de la Ley de Amparo, el incidente por DEFECTO EN EL CUMPLIMIENTO DE LA SUSPENSIÓN ordenada en el presente juicio de amparo realizada por el  JUEZ PENAL DE CONTROL CON ESPECIALIZACIÓN ADICIONAL EN JUSTICIA PARA ADOLESCENTES ADSCRITO AL JUZGADO DE JUICIO ORAL PENAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO EL ________________________Y EL DIRECTOR DEL CENTRO PENITENCIARIO DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. 





ANTECEDENTES

1. En fecha __ de _____ del año 2026, se presentó una demanda de amparo en contra de la incomunicación y detención ilegal del quejoso, así como la ilegal e inconstitucional orden de detención y/o aprehensión ilegal ejecutada.
2. En fecha __ de _____ del año 2026, dicha demanda radicó en este mismo juzgado bajo el número de amparo _______, en el cual se concedió la suspensión de plano en cuanto a lo siguiente:
“En principio, cabe destacar que el artículo 126 de la Ley de Amparo, establece que la suspensión se concederá de oficio y de plano cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales.
 En el caso concreto, por lo que respecta a la 1) incomunicación y 2) la privación de la libertad fuera de procedimiento; procede conceder la suspensión de plano de dichos actos, por ubicarse en los supuestos del artículo 126 de la ley de la materia, los que deberán cesar de inmediato; determinación que desde luego deberá hacerse del conocimiento de las autoridades señaladas como responsables para que la acaten bajo su más estricta responsabilidad.”

3. En fecha  __ de _____  se llevó a cabo una audiencia de control de la legalidad de la detención llevada a cabo por la Juez de Control, el cual calificó la legal detención del Ciudadano ______________ 

4. En fecha __ de _____  del año 2026, se llevó a cabo la audiencia inicial de vinculación a proceso, presidida por el Juez Penal de Control con Especialización Adicional en Justicia para Adolescentes ADSCRITO AL JUZGADO DE JUICIO ORAL PENAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO EL ____________________________.

H E C H O S
PRIMERO. - DEFECTO EN EL CUMPLIMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL Y OMISIÓN DE PRONUNCIAMIENTO POR PARTE DEL JUEZ DE PENAL DE CONTROL. La autoridad federal en fecha __ de _____  de 2026 dictó un acuerdo otorgando la suspensión provisional al ciudadano quejoso, la cual se tiene en el contexto lo siguiente:(Aquí debe ponerse el acuerdo que se dictó en la suspensión se deja el acuerdo de abajo normalmente es el que dicta la autoridad pero revisar y poner el que haya dictado la autoridad)

“Atento a lo anterior, procede conceder al quejoso la suspensión provisional solicitada contra los precitados actos reclamados, para los siguientes efectos:

A. Por lo que hace a la orden de detención y/o cualquier otro acto privativo de la libertad dictado en su contra por las autoridades administrativas responsables y su ejecución, para que se mantengan las cosas en el estado en que se encuentran y que no se ejecute dicha orden; sin perjuicio de la práctica de diligencias en averiguación de delitos, contra la que no es factible otorgar la medida cautelar; por ser de orden público e interés social.

B. Con relación a la orden de aprehensión dictada por la autoridad jurisdiccional responsable y su ejecución, tratándose de delitos que ameriten prisión preventiva justificada, para el efecto de que no sea privado de su libertad, quedando a disposición de este Juzgado, sin perjuicio de presentarse al proceso penal de origen para su continuación. Lo anterior, en el entendido de que, al comparecer la persona quejosa, no podrá ser detenida como consecuencia de la ejecución condigna a la prisión preventiva justificada, aun cuando ésta formalmente se autorice

C. Respecto a la orden de aprehensión dictada por la autoridad jurisdiccional responsable, y su ejecución, tratándose de delitos que ameriten prisión preventiva oficiosa, se deberá estar a lo siguiente: 

i. Si dicha orden se libró por un hecho delictuoso que implique prisión preventiva oficiosa y la persona quejosa ya ha sido privada de la libertad, deberá quedar a disposición de este órgano jurisdiccional de amparo, por lo que se refiere a su libertad en el lugar en que deba ser recluida, y a la del juez que corresponda conocer el procedimiento penal, en lo que atañe a la continuación del procedimiento, de conformidad con los artículos 163 y 166, fracción I, de la Ley de Amparo.”

La suspensión provisional otorgada en fecha __ de _____  de 2026 por el órgano jurisdiccional federal constituye una medida cautelar de naturaleza constitucional cuyo objeto primordial es preservar la materia del juicio de amparo y evitar la consumación de actos que puedan causar daños de imposible reparación al quejoso, particularmente tratándose del derecho fundamental a la libertad personal. En ese sentido, dicha determinación no reviste un carácter discrecional para las autoridades responsables, sino que es de observancia obligatoria, inmediata y estricta, en virtud del principio de supremacía constitucional y del efecto vinculante de las resoluciones dictadas dentro del juicio de amparo.
En el caso concreto, la autoridad federal estableció de manera clara, precisa y categórica los efectos de la suspensión provisional, consistentes, entre otros, en impedir la ejecución de cualquier orden de detención o acto privativo de la libertad en contra del quejoso, así como evitar que, aun existiendo orden de aprehensión, y éste fuera privado de su libertad tratándose de delitos que ameriten prisión preventiva justificada, debe quedar el quejoso en inmediata libertad, debiendo quedar esta a disposición del órgano de amparo, es decir, por lo que hace a su libertad personal esta se somete a el Juzgado de distrito. Tales efectos no admiten interpretación restrictiva ni condicionamiento alguno por parte de la autoridad responsable, pues su finalidad es garantizar que el quejoso no sufra una afectación irreparable mientras se resuelve el fondo del juicio. No obstante lo anterior, en fecha __ de _____ de 2026, durante la audiencia de vinculación a proceso llevada por el Juez Penal de Control el ____________________, la defensa técnica, solicitó de manera expresa que el Juez Penal de Control se pronunciará respecto de la suspensión provisional vigente y ordenará la inmediata libertad del imputado conforme a los lineamientos fijados por la autoridad federal. Sin embargo, el órgano jurisdiccional local omitió deliberadamente emitir pronunciamiento alguno, argumentando de manera incorrecta e infundada que existía un cambio de situación jurídica del imputado y que la suspensión de plano había sido negada previamente, además de sostener que la materia de la audiencia se limitaba exclusivamente a la vinculación a proceso, impidiendo el uso de la voz de la defensa al pronunciarse sobre la suspensión otorgada por este H. Juzgado, señalando que resulta contrario y violatorio de derechos hmanos graves, pues el juez local no quiso pronunciarse respecto a dicha suspensión, siendo omiso, y violando la libertad personal del quejoso, es por ello, que se precisa ¿de que sirve el juicio de amparo si una autoridad no puede respetar o cumplir de manera adecuada una orden federal?, pues es evidente que dicho juez violento violento los derechos del quejoso privandolo de su libertad.
Dicha conducta constituye un defecto en el cumplimiento en la ejecución de la suspensión provisional, pues el Juez Penal de Control no solo dejó de acatar una orden federal vigente, sino que además eludió su deber de control y adecuación del proceso penal a los efectos de la suspensión, permitiendo que subsistiera una afectación directa a la libertad personal del quejoso. En ese sentido, su actuar transgrede el principio de supremacía constitucional y el carácter obligatorio de las resoluciones emitidas en el juicio de amparo. Asimismo, la omisión de pronunciarse sobre la suspensión implica una vulneración directa a los derechos humanos del quejoso, particularmente al derecho de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva, reconocidos en los artículos 14 y 17 constitucionales, así como en instrumentos internacionales. La autoridad jurisdiccional estaba obligada no solo a escuchar la petición de la defensa, sino a emitir una resolución fundada y motivada; al no hacerlo, incurrió en una negativa implícita de justicia, dejando en estado de indefensión al gobernado.
SEGUNDO. - VIOLACIÓN A DERECHOS HUMANOS Y ACTUACIÓN INDEBIDA DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 
Es importante destacar que la conducta asumida por el Juez de Control durante la audiencia no se limitó a una omisión técnica, sino que además evidenció una actitud evasiva, restrictiva y contraria a los principios que rigen el debido proceso penal acusatorio. En efecto, durante el desarrollo de la audiencia, el juzgador impidió que la defensa expusiera de manera completa sus argumentos relativos a la suspensión provisional, restringiendo el uso de la voz y limitando indebidamente el ejercicio del derecho de defensa adecuada. Dicha actuación vulnera de manera directa los derechos humanos consagrados en el artículo 20 constitucional, apartado B, fracción VIII, relativo al derecho de defensa, así como los principios de contradicción, igualdad procesal y debido proceso. La defensa técnica no solo tiene derecho a intervenir, sino a que sus planteamientos sean atendidos y resueltos; la negativa del juzgador a permitir el desarrollo de la argumentación constituye una afectación sustancial al equilibrio procesal.
En ese contexto, se solicita expresamente que este H. Juzgado de Distrito se le requiera el audio y video de la audiencia de fecha __ de _____  de 2026, así mismo he de manifestar que en la propia audiencia se solicitó el audio y video a dicha autoridad y que hasta la presente fecha no me lo han entregado, a efecto de que sean incorporados como medio de prueba dentro del presente incidente, ya que de dicho material se desprende de manera objetiva:
· La solicitud expresa de la defensa respecto a la suspensión provisional.
· La negativa del Juez de Control a pronunciarse.
· La restricción indebida del uso de la voz a la defensa.
· La actitud poco diligente y carente de la debida formalidad judicial del juzgador.
Estos elementos probatorios resultan idóneos para acreditar no sólo el defecto en el cumplimiento de la suspensión, sino también la forma irregular en que se condujo la audiencia, lo cual robustece la existencia de violaciones procesales y constitucionales. Debe resaltarse que el actuar del Juez de Control contraviene también los principios de legalidad, imparcialidad y profesionalismo que rigen la función jurisdiccional, configurando una actuación que se aparta de los estándares mínimos exigidos en un Estado de Derecho.
Derivado de la conducta anteriormente descrita, resulta evidente que el Juez de Control incurrió en un defecto en el cumplimiento, al omitir pronunciarse y adecuar su actuación a la suspensión; y el director del Centro Penitenciario incurrió en un incumplimiento directo y retardo injustificado, al no ejecutar la orden de libertad de manera inmediata, al omitirse su cumplimiento efectivo y oportuno.  Bajo este contexto, la conducta del Juez de Control no solo genera consecuencias en el ámbito del juicio de amparo, sino que también actualiza responsabilidad de carácter penal conforme a lo dispuesto por el artículo 262 de la Ley de Amparo, específicamente en sus fracciones III[footnoteRef:1], las cuales sancionan a la autoridad que no obedezca un auto de suspensión o que, de cualquier forma, eluda su cumplimiento. En el caso que nos ocupa, se actualizan plenamente los elementos de dichas hipótesis normativas, toda vez que existía una suspensión vigente, la autoridad tenía pleno conocimiento de la misma (al haber sido invocada por la defensa durante la audiencia) y, no obstante ello, decidió no acatarla ni pronunciarse al respecto, permitiendo la continuación de un acto prohibido. [1:  Artículo 262. Se impondrá pena de tres a nueve años de prisión, multa de cincuenta a quinientos días, destitución e inhabilitación de tres a nueve años para desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos, a la persona servidora pública que con el carácter de autoridad responsable o vinculada al cumplimiento en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión: 
III. No obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, independientemente de cualquier otro delito en que incurra; 
] 

Es importante precisar que la suspensión surte sus efectos tal y como lo establece 136[footnoteRef:2] de la Ley de Amparo, desde el momento en que se pronuncie la misma, en decir, en este caso fue ordenada el mismo día que el juez ordenó que se le imponga la prisión justificada, luego entonces el juez de control debió de haber aplicado la prisión justificada, pero no podía ejecutarla y tal y como se señaló en el articulo 136 surte sus efectos de ese mismo día, aunado ello, se tiene que la suspensión otorgada que la suspensión tiene efectos restitutorios, independientemente que el juez pueda argumentar que el juez no tenía conocimiento de la suspensión ello no es motivo suficiente para desconocer lo dictado por una autoridad federal ya que la norma establece, que en fecha __ de _____  surtió sus efectos y cabe señalar que el día __ de _____  se le hizo notar sobre dicha suspensión, por lo que, no puede argumentar dicho desconocimiento, Hans Kelsen, establecía que el derecho es un orden coactivo en ese sentido lo que usted señoría acordó, lo que no se respeta, qué razón tendría la ciudadanía de acudir ante la autoridad federal que cumple con lo que establece la constitución en sus dos vertientes, primero como institución es decir como lo establece el artículo 107 constitucional y al quejoso en respetar sus derechos humanos, es decir, en su vertiente orgánica, luego entonces, aquí, la petición que se realiza, aunado a que se dictó un auto de vinculación, también lo es que no se debe de pasar por alto la actuación del juez y el abuso de autoridad que incurrió y debe de trascender y deber de tener consecuencias jurídicas. [2:  Artículo 136. La suspensión, cualquiera que sea su naturaleza, surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aún cuando sea recurrido.] 

 Tenemos en este caso, y se señala los siguiente:
En 1913 se promovió un juicio de amparo en contra del fusilamiento de una persona, marcando un hito en la defensa de los derechos fundamentales durante la Revolución Mexicana. El juez de distrito concedió el amparo al no justificarse el motivo de la detención, logrando detener la ejecución. 
Contexto: La demanda se presentó en un contexto de inestabilidad política y militar, protegiendo al quejoso contra actos de autoridad.
Importancia: Este caso subraya la vigencia y aplicación del juicio de amparo como mecanismo de control constitucional y protección a la vida frente a abusos de poder.
En el marco del sistema penal acusatorio, es imperativo recordar que el principio de presunción de inocencia constituye un eje rector del proceso penal, con plena vigencia a partir de la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011, la cual impone a todas las autoridades la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos conforme a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Bajo ese contexto, en el presente caso, y hoy señala que el quejoso fue detenido por un delito, y cabe señalar que el/la juez calificó de legal la detención del imputado, ¿quién garantiza la vigencia de la Constitución y la protección efectiva de los derechos humanos del gobernado, cuando las propias autoridades encargadas de aplicarla incurren en actos que la contravienen?, es por ello que, resulta indispensable que este órgano jurisdiccional realice un análisis exhaustivo de la legalidad de las actuaciones, a fin de evitar que prácticas como las descritas se traduzcan en detenciones arbitrarias encubiertas bajo formalidades aparentemente legales.

TERCERO. – RESPONSABILIDAD DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. En consecuencia, se actualiza la hipótesis prevista en el artículo 262, fracciones III, de la Ley de Amparo, al existir:

	•	Desobediencia a un mandato de suspensión debidamente notificado.
	•	Retardo injustificado en su cumplimiento.
(Aquí es donde se narra los hechos concretos del caso en particular y las argumentaciones que se consideren pertinentes)
En virtud de todo lo anterior, resulta jurídicamente procedente solicitar que se dé vista al Ministerio Público, a efecto de que se inicie la investigación correspondiente por los hechos que pudieran constituir delito. Las conductas descritas no sólo implican un incumplimiento de la suspensión, sino una privación ilegal de la libertad, así como posibles delitos relacionados con abuso de autoridad y ejercicio indebido del servicio público. La falta de ejecución inmediata de la orden de libertad, la retención injustificada del quejoso, la notificación tardía de una orden de aprehensión diversa y la omisión de dicha autoridad en hacer cumplir la suspensión determinación, configuran un escenario de violación sistemática de derechos humanos, por lo que se solicita que se de vista inmediata al Ministerio Público para la investigación de los hechos, previstas en el artículo 262, fracciones III y IV, de la Ley de Amparo.

Finalmente, no puede soslayarse que este tipo de actuaciones no constituyen hechos aislados, sino que se insertan en un contexto más amplio de prácticas irregulares en materia penal. En ambos casos se observa una tendencia preocupante en la actuación de algunas autoridades, consistente en la instrumentación de mecanismos arbitrarios para justificar detenciones o solicitar órdenes de aprehensión, incluso mediante prácticas indebidas como la presunta “siembra” de indicios delictivos. Este tipo de conductas vulnera de manera grave el principio de presunción de inocencia, reconocido en el artículo 20 constitucional y en tratados internacionales, así como el derecho a la libertad personal y a un debido proceso. La utilización de prácticas de esta naturaleza no sólo deslegitima la función jurisdiccional, sino que compromete seriamente la integridad del sistema de justicia penal, generando un escenario de incertidumbre jurídica para los gobernados.
En virtud de todo lo anterior, se solicita se declare fundado el presente incidente, se dé vista a la autoridad ministerial correspondiente y se adopten las medidas necesarias para garantizar la plena vigencia de los derechos humanos del quejoso los cuales fueron violentados.
Por lo anteriormente expuesto, solicito:

PRIMERO. - Se tenga por planteado el presente incidente con sus respectivas copias para efecto de que se corra traslado a las autoridades responsables así como también se tenga por ofrecidas las pruebas.

SEGUNDO. – Se señale la Audiencia para resolver el presente incidente en un plazo de 10 días.

TERCERO. - Se requiere a la autoridad responsable para que en un plazo de 3 días conteste el presente incidente.
CUARTO. - Solicito se desahoguen las siguientes probanzas:  (Poner las pruebas que sean necesarias)

PROTESTO LO NECESARIO.

LICENCIADO/A __________________________
__ DE _____ DE 2026, ______, __________.

PRUEBAS Y/O ANEXOS

Observaciones: Importante que, si se presentan en vía digital y electrónica, todas y cada una de las pruebas que se presenten deberán contener la siguiente leyenda: Siempre en este caso en la parte conducente de presentación de documentos si es vía electrónica se debe manifestar la leyenda siguiente:
“El documento simple que se anexa a la presente demanda electrónica Bajo Protesta de Decir Verdad es Copia Fiel e Íntegra del Documento que Obra en mi Poder”


A. Copia de Audio y Video.
B. Copia de las Actas Mínimas.
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